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RESPUESTA: 

 
La financiación del coste  del bono social se ha configurado en España desde sus inicios como 

una obligación de servicio público, según lo dispuesto en la Directiva 2009/72/CE del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 13 de julio de 2009.  
 

En la configuración recogida en la original redacción del artículo 45.4 de la Ley 24/2013, de 
26 de diciembre, se imponía la obligación de servicio público de financiación del coste del bono social 
a las entidades que desarrollasen simultáneamente las actividades de producción, distribución y 

comercialización de energía eléctrica. En el Real Decreto 968/2014, de 21 de noviembre, por el que se 
desarrolla la metodología para la fijación de los porcentajes de reparto de las cantidades a financiar 

relativas al bono social y que establece las bases para el cálculo de los porcentajes, se recogía el 
desarrollo normativo de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre.  

 

La Sala Tercera del Tribunal Supremo ha dictado diversas sentencias que, estimando los 
recursos interpuestos contra el Real Decreto 968/2014, de 21 de noviembre, declaran inaplicable el 

régimen de financiación del bono social establecido en el artículo 45.4 de la Ley 24/2013, de 26 de 
diciembre, y ello por entender que resulta incompatible con la Directiva 2009/72/CE, del Parla mento 
Europeo y del Consejo, de 13 de julio de 2009, sobre normas comunes para el mercado interior de la 

electricidad y que deroga la Directiva 2003/54/CE. A sus resultas, declaran igualmente inaplicables y 
nulos los artículos 2 y 3 del Real Decreto 968/2014, de 21 de noviembre, que desarrollan el citado 

artículo 45.4 de la Ley 24/2013, reconociendo a las recurrentes el derecho a ser reintegradas de las 
aportaciones en tal concepto realizadas.  

 

La inaplicación así declarada hace que deba regularse una nueva forma de financiación del 
bono social. Ello se ha hecho con carácter urgente, en tanto que el propio bono social, configurado 

como un descuento sobre el precio voluntario para el pequeño consumidor, no se ha visto afectado por 
la sentencia y, en consecuencia, sigue aplicándose en la facturación a los consumidores vulnerables 
que tienen derecho a ello. 

 
A tal fin, en el  Real Decreto- ley se contempla una modificación del artículo 45 de la Ley 

24/2013, de 26 de diciembre, con objeto de establecer un nuevo mecanismo de financiación del bono 
social, definiendo los sujetos que deben realizar las aportaciones necesarias y el criterio para realizar el 
cálculo de los porcentajes de su respectiva contribución.  

 



  

 

 

 

   

 

 

El mecanismo de financiación del bono social que así se aprueba tiene su fundamento, por 

una parte, en el artículo 31.3 de la Constitución Española, que faculta la imposición de prestaciones 
patrimoniales de naturaleza pública mediante ley, y, por otra, en el artículo 3.2 de la Directiva 
2009/72/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 13 de julio de 2009, antes referida, relativo a 

obligaciones de servicio público y protección del cliente, en el que se dispone que, en el pleno respeto 
de las disposiciones pertinentes del Tratado, y en particular de su artículo 86, los Estados miembros 

podrán imponer a las empresas eléctricas, en aras del interés económico general, obligaciones de 
servicio público que podrán referirse a la seguridad, incluida la seguridad del suministro, a la 
regularidad, a la calidad y al precio de los suministros, así como a la protección del medio ambiente, 

incluidas la eficiencia energética, la energía procedente de fuentes renovables y la protección del 
clima. Asimismo, añade que estas obligaciones de servicio público deberán definirse claramente, ser 

transparentes, no discriminatorias y controlables, y garantizar a las empresas eléctricas de la 
Comunidad el acceso, en igualdad de condiciones, a los consumidores nacionales.  

 

En esta regulación se han tomado como punto de partida los mecanismos previamente 
existentes y los pronunciamientos contenidos en las resoluciones judiciales que los han revisado, con 

el objetivo de determinar un sistema de financiación que se ajuste a las exigencias resultantes del 
artículo 3.2 de la referida directiva.  

 

De esta forma, se impone, como obligación de servicio público, la asunción del coste del bono 
social a las matrices de los grupos de sociedades que desarrollen la actividad de comercialización de 

energía eléctrica, o a las propias sociedades que así lo hagan, si no forman parte de ningún grupo 
societario. Es evidente que el mecanismo del bono social, al dirigirse directamente a determinados 
consumidores y traducirse, como se ha dicho, en el abono por éstos de un precio inferior por la 

electricidad consumida a través de un descuento que se aplica por el comercializador en la respectiva 
factura, se encuentra estrechamente vinculado a la actividad de comercialización. Resulta por ello 

plenamente lógico que sean precisamente el conjunto de los sujetos que realizan esta actividad, con la 
que está directamente vinculada la medida, los obligados a soportar el coste que conlleva.  

 

A fin de que el reparto sea equitativo, se establece que la recíproca participación de cada una 
de las empresas o matrices de grupos de empresas en la asunción del coste sea proporcional al 

porcentaje que corresponda sobre una cuantía calculada considerando el número de clientes a los que 
suministran. 

 

Con ello, el reparto del coste del bono social se realiza sobre la cuota de mercado de los 
sujetos que realizan la actividad de comercialización obtenida a partir del número de clientes a los que 

suministran.  
 
De igual modo, en orden a asegurar la permanente adecuación del reparto a las concretas 

circunstancias del sector y posibilitar su público conocimiento y eventual control, se establece que la  
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC) calculará anualmente, sin perjuicio de 

su ulterior aprobación por el Ministro de Energía, Turismo y Agenda Digital, los porcentajes de 
reparto aplicables y dará publicidad a la información para ello empleada.  

 

 
 

 
 

Madrid, 19 de abril de 2017 


